SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 097
RADICACIÓN: 668231040012018 00158 01

ACCIONANTE: JOSÉ RODRIGO TORO MONTES

CONFIRMA Y ADICIONA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHOS  LA VIDA Y LA SEGURIDAD PERSONAL / ES PROCEDENTE LA ACCIÓN DE TUTELA / UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN / COMPETENTE PARA REALIZAR LOS ESTUDIOS DE RIESGO / SOLO PUEDEN CONTROVERTIRSE CON CONCEPTOS ESPECIALIZADOS.

… ante la presunta vulneración de derechos fundamentales a la vida, al trabajo y a la seguridad personal referida por el actor, el mecanismo constitucional debe considerarse procedente, puesto que la acción contencioso administrativa no sería eficaz para conjurar el riesgo o peligro en el que considera estar inmerso, y por ello fue acertada la determinación de la juez de primera instancia al hacer un análisis de fondo. (…)

... aquí no se probó una situación que implique una violación de los derechos fundamentales del accionante ya que el procedimiento se adelantó de conformidad con las reglas constitucionales y legales. Adicionalmente, tal como lo indica la Corte Constitucional si bien las medidas de seguridad deben estar fundamentadas en estudios técnicos que permitan soportarlos, tal como aquí ocurrió, para que puedan ser controvertidos los mismos, de igual forma deben aportarse conceptos especializados, y no simples apreciaciones personales del accionante. En este caso no se presentó prueba alguna que permita cuestionar los resultados de esos análisis, y por ello no pueden ser desconocidos por esta Corporación en aras de acceder a las pretensiones del actor.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                     Acta de Aprobación N° 916
                                                                             Hora: 3:00 p.m.                             
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el ciudadano JOSÉ RODRIGO TORO MONTES frente al fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Unidad Nacional de Protección -en adelante UNP-.
2.- DEMANDA 

Lo consignado en el escrito de tutela se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) el accionante desde hace aproximadamente 3 años se desempeña como concejal del municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.); (ii) debido a las denuncias que ha instaurado ante organismos de control y en los debates públicos, ha sido objeto de múltiples amenazas con panfletos, llamadas intimidantes, mensajes por redes sociales, constreñimiento de manera presencial, seguimiento e inteligencia criminal, situación que ya puso en conocimiento de la Fiscalía; (iii) su nivel de riesgo se incrementa al ser estudiante de derecho de la Universidad Libre Seccional Pereira en horario nocturno, y regresar a su casa cerca a la media noche; (iv) en junio 22 del presente año en horas de la noche, cuando se dirigía a esta ciudad, gracias al accionar de su único hombre de protección -el cual a consecuencia de ello sigue incapacitado- se frustró un atentado contra su vida, y  debido al insuficiente esquema de seguridad los sicarios se dieron a la fuga y no fue posible su captura; (v) solicitó a la UNP implementar una protección acorde con el nivel de riesgo que presenta, el cual fue calificado como extraordinario después del respectivo estudio, no obstante esa entidad mediante Resolución 6272 de julio 31 de 2018 decidió ratificar el actual; y (vi) la actuación omisiva de la UNP afecta sus derechos constitucionales a la vida, al trabajo y a la seguridad personal, y considera que la acción de tutela resulta procedente en atención al carácter definitivo del mencionado acto administrativo, y por ser un mecanismo de protección idóneo para evitar un perjuicio irremediable. Además de cumplirse con lo atinente a la inmediatez, y estar en imposibilidad de esperar el resultado de la gestión de la UNP.
Con fundamento en lo anterior, solicita la protección de los derechos que le están siendo vulnerados; y, en consecuencia, se le ordene a la citada unidad implementar en forma inmediata un sistema de protección tipo 2 –vehículo blindado, un conductor y un escolta-, acorde con su nivel de riesgo, y en ese sentido profiera un nuevo pronunciamiento en el que reconozca y reclasifique su categoría.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), despacho que ordenó correr traslado a la UNP, entidad que se pronunció en los siguientes términos:

- La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica indicó que JOSÉ RODRIGO TORO MONTES fue atendido como población objeto del programa de protección que lidera esa unidad en los términos del numeral 15 del artículo 2.4.1.2.6 del Decreto 1066/15, la cual es asumida subsidiariamente conforme lo previsto en el parágrafo 2 del artículo 2.4.1.2.40 del citado decreto.
Conforme a la directrices sobre la materia, se ratificaron las medidas de protección idóneas al accionante, de acuerdo con el resultado del estudio de nivel de riesgo, puesto que no es él accionante quien determina cuáles son las medidas de protección que su caso requiere, por cuanto la competencia legal y técnica para ello es exclusiva del Comité Especial de Servidores Públicos.

Todas las amenazas dadas a conocer por el actor han sido analizadas dentro del estudio de nivel de riesgo realizado, y su caso fue presentado en sesión 26 de julio 9 de 2018 ante el Grupo de Valoración Preliminar GVP, el cual ponderó riesgo extraordinario con matriz 55.55%, y posteriormente reevaluado en los términos del parágrafo 2 del artículo 2.4.1.2.40 del Decreto 1066/15 adicionado y modificado por el Decreto 567/16, ante el Comité Especial de Servidores y Ex servidores públicos en julio 31 de 2018,  luego de lo cual se profirió la Resolución 6272 en la que se resolvió ratificar un botón de apoyo y un chaleco blindado, en razón de su cargo como Concejal del municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), medidas de protección que resultan ser idóneas de acuerdo a su nivel de riesgo. 
Si bien el actor indica que fue víctima de un atentado repelido por su escolta, ello precisamente muestra la idoneidad de ese medio de protección, puesto que logró frustrarse; sin embargo, éste no menciona hechos que impliquen una amenaza en su contra, que sean concretos, individualizados o específicos, según lo establecido en la sentencia T-719/03, sino que únicamente se limita a referir de manera general dichos aspectos. 
La acción de tutela debido a su carácter subsidiario y residual no es el medio adecuado para mostrar su inconformismo frente al resultado del estudio de riesgo, para ello la Ley 1437/11 otorga recursos de los que puede hacer uso el accionante, y pretende obviar esos procedimientos administrativos y desconocer las decisiones de la UNP, creando una nueva instancia, cuando la competencia en el asunto escapa a la conferida al juez de tutela.

De ninguna manera el actor se encuentra desprotegido, sino que por el contrario siempre ha contado con medidas de protección idóneas de acuerdo a su nivel de riesgo, por lo que no son de recibo que ponga en entredicho la protección que le brinda esa entidad, máxime cuando no se opuso al resultado del estudio realizado. 

De igual forma, detalla los estudios que le han sido efectuados en los años 2016 y 2017, los cuales son prerrequisito para que el Comité de Evaluación del Riesgo y Recomendación de Medidas CERREM pueda recomendar la implementación, ajuste o finalización de medidas de protección. Precisa que las medidas de protección se asignan en función de la matriz creada por el Ministerio del Interior y de Justicia, que ha sido encontrada adecuada para valorar el nivel de riesgo en casos individuales por la Corte Constitucional mediante Auto 266/09, que a su vez distingue la intensidad del nivel de riesgo ponderado – de  0 a 49% ordinario, de 50 a 79% extraordinario y de 80 a 100% extremo-, y en el cual se aplican los criterios técnicos y jurisprudenciales al respecto.
Finalmente, solicita declarar improcedente la acción, y subsidiariamente, en caso de que se considere procedente, se niegue la misma.

3.2- Dentro del término constitucional y legal (agosto 28 de 2018) el juzgado de instancia profirió sentencia en la que negó el amparo exigido al estimar que la UNP no ha vulnerado los derechos del señor TORO MONTES, toda vez que le ha brindado el esquema de protección desde el momento en que fue solicitado, de conformidad con el estudio técnico realizado, el cual fue suficiente para conjurar el atentado del que fue víctima. Adicionalmente, por cuanto es dicha entidad la que debe valorar las circunstancias particulares, y la tutela no es el medio para cuestionar las decisiones adoptadas por ese ente especializado, menos cuando el actor no aportó pruebas que demuestren que la determinación proferida en su caso particular no fue acertada.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante fundamentó su inconformidad con lo resuelto así: 
Después de haberse concretado las amenazas recibidas con el atentado sicarial en su contra el pasado 22 de junio, es evidente que la matriz de riesgo se incrementó, por lo que en virtud de lo establecido en el Decreto 1066/15, al momento de hacerse el estudio posterior el CERREM debió acoger las consideraciones del analista de riesgo y reforzar el esquema de protección.
De conformidad con lo establecido en el artículo 2.4.1.1.3 del Decreto 1066/15 y el 83 constitucional los funcionarios públicos deben presumir la buena fe de las víctimas y testigos en todas las gestiones, por lo que no hay razón para que se desestime o deniegue el eminente riesgo que hay contra su vida e integridad personal, y la necesidad del refuerzo de sus medidas de protección.
En la alerta temprana 026 de 2018 expedida por la Defensoría del Pueblo, referida en todos los trámites de refuerzo del esquema de protección ante la UNP, se hace relación al riesgo inminente que presenta, y se solicita al Estado Colombiano a tomar medidas contundentes para la protección de la vida e integridad de los líderes y lideresas citados en dicho documento.

Considera afectado el debido proceso, puesto que al parecer la sentencia proferida por la primera instancia no tiene relación alguna con el caso, ya que hace mención a pruebas que no corresponden, por lo que la motivación no es adecuada.

De igual forma, en el acápite denominado pruebas, solicita se oficie a la Defensoría del Pueblo, para que allegue la alerta temprana 026 de 2018 emitida por esa entidad, y a la UNP para que aporte el resultado porcentual de la matriz de riesgo de los diferentes estudios que le han realizado, el concepto técnico del experto que hizo la evaluación del último de ellos, y las consideraciones hechas por el GVP frente al CERREM.
Finalmente, en atención a que estima que su seguridad personal y su vida se encuentran en riesgo, solicita se ordene como medida cautelar aumentar las medidas de protección, conforme lo regulado en el artículo 2.4.1.2.9, mientras se adopta la decisión de fondo a la que haya lugar.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
5.2. 1.- Análisis previo 

En lo que tiene que ver con las solicitudes probatorias efectuadas por el tutelante en el escrito de impugnación debe decir la Sala que las mismas no resultan ser pertinentes ni necesarias para la desatar el recurso, y por ello no se accederá a las mismas, por las razones que pasan a exponerse a continuación:

- La Alerta Temprana N° 026 de 2018 emitida por la Defensoría del Pueblo dentro de un subproceso de prevención y protección, es un documento que se encuentra en internet
, y por tanto el Tribunal pudo tener acceso a él sin necesidad de oficiar a la citada entidad; sin embargo, al revisar el mismo se observa que no tiene relación alguna con el caso sometido a estudio, pues a pesar que el municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.) -donde reside el actor- sí figura dentro de las zonas de localización geográfica de riesgo, contrario a lo que asegura el tutelante no menciona su situación de riesgo en particular, y se advierte que tampoco éste se encuentra dentro de la población en riesgo
 que se consigna en esa misiva.

- Respecto a las solicitudes dirigidas a que la UNP allegue los resultados de la matriz de riesgo de cada uno de los estudios de seguridad que le han sido realizados, el concepto técnico del experto que hizo la evaluación del último de ellos, y las consideraciones hechas por el GVP frente al CERREM, no se estiman necesarias por la Colegiatura por cuanto la entidad ya hizo referencia en su respuesta a cada una de ellas, y con fundamento en esos análisis emitió las resoluciones pertinentes sobre las medidas de protección asignadas, lo cual será objeto de valoración en el presente fallo. 

En lo tocante a la medida provisional invocada en la segunda instancia por el accionante tendiente a que se le aplique medidas de protección de emergencia, la cual fundamenta en el riesgo en que se encuentra y conforme lo regulado en el artículo 2.4.1.2.9 del Decreto 1066/15, estima la Colegiatura que no hay lugar a conceder dicha petición por lo siguiente:

En relación con la procedencia de medidas provisionales consagradas en el artículo 7º del Decreto 2591/91, la Corte Constitucional ha precisado que son viables en los siguientes eventos: (i) cuando éstas resultan necesarias para evitar que la amenaza contra un derecho fundamental se materialice y se concrete en la vulneración o; (ii) cuando se tenga certeza de la violación, en aras de evitar que ésta sea más gravosa.

 
En este caso, en criterio de esta Corporación la medida provisional además de ser extemporánea, puesto que la misma no fue pedida desde la solicitud de la tutela sino únicamente en el escrito en el que se sustenta la apelación, no advirtió la Colegiatura que se tuviera fundamento para decretarla por encontrarse en riesgo inminente el accionante, puesto que éste cuenta actualmente con un esquema de protección, entonces la amenaza de los derechos fundamentales que en su criterio se presenta, no es de tal relevancia que permita justificar una orden de esa naturaleza, la cual entre otras cosas, constituye la pretensión principal del amparo invocado.
Adicionalmente, las medidas de emergencia a las que hace referencia el artículo 2.4.1.2.9. del Decreto 1066/15, se aplican para casos de riesgo inminente, en los cuales previo a la evaluación pertinente el Director de la UNP puede adoptarlas, pero en este evento ya se efectuaron los estudios correspondientes,  la entidad se pronunció de fondo al respecto, y, como ya se indicó, el accionante cuenta con un esquema de protección. 
Ahora, tampoco advierte el Tribunal que la decisión emitida por la juez de primera instancia en este asunto haya afectado el debido proceso o cualquier otro derecho fundamental del accionante por consignar en el acápite de pruebas documentos que no corresponden este proceso, o que por ello lo resuelto no tenga ninguna relación con el caso concreto, como lo sostiene el accionante, puesto que esa circunstancia no tuvo ninguna incidencia al momento de definir de fondo el asunto, ya que el análisis y motivación de la sentencia es referente a la actuación de la UNP, acorde con los hechos descritos en la demanda y los soportes obrantes en el expediente de tutela. 

5.2.2.- Procedencia de la tutela y análisis sobre vulneración de derechos 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.
En este caso, el señor TORO MONTES concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos a la vida, al trabajo y a la seguridad personal, los cuales estima vulnerados por parte de la UNP al no aumentarle su esquema de seguridad, no obstante haber incrementado su nivel de riesgo en razón de un atentado que sufrió en junio 22 del presente año, y de otras circunstancias amenazantes por razón de su cargo como Concejal de Santa Rosa de Cabal (Rda.) y de su asistencia a clases en horario nocturno a la Universidad de Pereira.

En principio debería decirse que la acción propuesta resulta ser improcedente, por cuanto existe un mecanismo de defensa ordinaria, que se muestra idóneo y eficaz, y mediante el actual el hoy accionante puede obtener la protección de los derechos fundamentales que estima transgredidos con los actos administrativos  adoptados por la UNP, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. No obstante, como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional
, en cada caso concreto debe analizarse si ese medio permitiría el restablecimiento pleno y oportuno de los derechos fundamentales vulnerados, o por el contrario, no permite la protección eficaz reclamada.
En este evento considera la Sala que ante la presunta vulneración de derechos fundamentales a la vida, al trabajo y a la seguridad personal referida por el actor, el mecanismo constitucional debe considerarse procedente, puesto que la acción contencioso administrativa no sería eficaz para conjurar el riesgo o peligro en el que considera estar inmerso, y por ello fue acertada la determinación de la juez de primera instancia al hacer un análisis de fondo.

En esas circunstancias, lo primero que debe decirse es que sobre los diversos niveles de riesgo relacionados con la vida e integridad física de las personas, la Corte Constitucional en sentencia T-1060/06 los ha clasificado así:

“Nivel de riesgo mínimo. En este nivel se encuentran todas las personas, por el solo hecho de nacer. El riesgo al que se enfrenta es a la muerte y a las enfermedades. 
 
Nivel de riesgo ordinario. Se trata de todos aquellos riesgos causados por el hecho de vivir en sociedad. La amenaza no es causada por factores individuales, como en el nivel anterior, sino que se produce por factores externos, tales como la acción del Estado y la convivencia con otras personas. La población que se encuentra en este nivel de riesgo no puede solicitar medidas especiales de protección, por cuanto el Estado, dentro de su finalidad, debe establecer medidas ordinarias y generales encaminadas a proteger a los asociados en relación con este tipo de riesgo. Lo derechos fundamentales que puedan verse amenazados se protegen de la manera indicada.
 
Nivel de riesgo extraordinario. Cuando la persona se encuentra en este nivel de riesgo, es necesario que el Estado adopte medidas especiales y particulares para evitar que se vulneren los derechos fundamentales amenazados […]

Nivel de riesgo extremo. Este es el nivel de riesgo más alto. En esta categoría también se ponen en peligro derechos fundamentales como la vida y la integridad personal. Para que el individuo pueda obtener una protección especial por parte del Estado en este nivel, el riesgo debe reunir las características indicadas en relación con el nivel anterior y, además, debe ser grave e inminente. Es grave aquel riesgo que amenaza un bien jurídico de mucha entidad o importancia. La inminencia se predica de aquello que o está para suceder prontamente. Así, el riesgo extremo es aquel del que se puede decir que en cualquier instante puede dejar de ser una amenaza y materializarse en una vulneración de los derechos a la vida o a la integridad personal, que son evidentemente primordiales para el ser humano”.

De conformidad con la información arrimada a la actuación, se observa que por parte de la UNP en atención a lo reglado en el Decreto 1066/15, se adelantó el procedimiento establecido para el programa de protección, y fue así como se le realizaron un total de cinco estudios de riesgo durante los años 2016, 2017 y 2018 por parte del Grupo de Valoración Preliminar -GVP- y las pertinentes recomendaciones del CERREM así:

- El Grupo de Valoración Preliminar -GVP- de la UNP en diciembre 05 de 2016 validó su nivel de riesgo como “extraordinario”, con una matriz del 53.88%, por lo cual los miembros del CERREM recomendaron efectuar un esquema de seguridad consistente en un botón de apoyo y un chaleco blindado, lo cual fue acatado mediante Resolución 9757 de diciembre 20 de la misma anualidad.
- Para el año 2017, fue reevaluado en septiembre 22 de 2017, instante en el cual el GVP validó nuevamente su riesgo como “ordinario” y se ratificaron las anteriores acciones preventivas, lo cual también se hizo en sesión enero 23 de 2018. 
- El caso fue revaluado en sesión de febrero 05 de 2018 conforme lo estipula el numeral 2° del artículo 2.4.1.2.40 del Decreto 1066/15, modificado por el Decreto 567/16, y se procedió por parte del GVP a validar el riesgo como “extraordinario”, al arrojar otra vez una matriz del 54.44%, a consecuencia de lo cual el CERREM recomendó mantener medidas de protección, recomendación acatada mediante Resolución 1442/18.

- En una última oportunidad, esto es, en julio 09 de 2018 se hizo la reevaluación en los términos antes referidos, y se ponderó un riesgo extraordinario con 55.55% y el CERREM recomendó continuar con el hombre de protección, el botón de apoyo y el chaleco blindado, recomendación observada en la Resolución 6272 de julio 31 de 2018. 
Aduce el accionante que por parte de la UNP no se tuvo en consideración el atentado del que fue víctima en junio 22 de 2018, pero por el contrario lo que sostiene la entidad es que ello si fue tenido en cuenta -como así se indicó en la respuesta a la acción constitucional- no obstante las mismas no tuvieron la contundencia necesaria para determinar que se requería un esquema de protección más amplio que el que hasta hora se le ha brindado, como solicita el actor, lo cual se fundamentó en la evaluación del riesgo efectuado por los profesionales encargados de tal labor y las recomendaciones del CERREM.
Si bien al reevaluar el nivel de peligro del señor TORO MONTES se advierte que ha tenido un incremento, el cual resulta ser de menos del 2%, lo que se observa es que se encuentra casi en el rango más bajo establecido para la categoría en la que está clasificado, que según la directriz del Ministerio de Interior y de Justicia oscila entre el 50 a 79%.
Al respecto en reciente decisión se pronunció la Corte Constitucional en los siguientes términos:

“[…] La Sala encontró acreditada la procedencia general de la acción de tutela contra la UNP, la cual se fundamentó en la presunta vulneración a los derechos fundamentales a la vida, a la igualdad, al debido proceso y a la seguridad personal del accionante. 
49. Para analizar la afectación denunciada, la Sala reiteró que el derecho a la seguridad es una garantía fundamental del Estado Social de Derecho. Por lo tanto, consideró que cuando una persona se encuentra ante una amenaza extraordinaria o extrema este debe adoptar las medidas de protección necesarias para salvaguardar sus derechos fundamentales. 

En segundo lugar, indicó que los defensores de derechos humanos son sujetos de especial protección constitucional. En ese sentido, manifestó que gozan de una presunción de riesgo que obliga a las autoridades competentes a ejecutar los medios idóneos para su protección, los cuales estarán vigentes hasta que se haya adelantado el estudio de seguridad correspondiente.

Por último, resaltó que la definición y asignación de medidas de seguridad deben estar fundamentadas en estudios técnicos individualizados del nivel de riesgo de la persona que solicita la protección, los cuales solo pueden desconocerse con base en argumentos suficientes que también estén sustentados en conceptos especializados. De esta manera, resaltó que estos estudios deben realizarse de conformidad con el debido proceso y los demás principios legales que orientan la prestación del servicio de protección personal. 
50. En el análisis del caso concreto, la Sala estableció que la UNP no vulneró los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y a la seguridad personal del peticionario, porque la decisión de reducir su esquema de protección se fundamentó en un concepto técnico, razonable y creíble que evaluó sus condiciones particulares y contextuales. En ese sentido, la entidad cumplió con la obligación constitucional de tomar sus decisiones a partir de estudios técnicos calificados y especializados, en aras de respetar los derechos a la seguridad personal y el debido proceso del solicitante en desarrollo de los principios de causalidad e idoneidad que orientan la prestación del servicio de protección […]”
En esas condiciones, aquí no se probó una situación que implique una violación de los derechos fundamentales del accionante ya que el procedimiento se adelantó de conformidad con las reglas constitucionales y legales. Adicionalmente, tal como lo indica la Corte Constitucional si bien las medidas de seguridad deben estar fundamentadas en estudios técnicos que permitan soportarlos, tal como aquí ocurrió, para que puedan ser controvertidos los mismos, de igual forma deben aportarse conceptos especializados, y no simples apreciaciones personales del accionante. En este caso no se presentó prueba alguna que permita cuestionar los resultados de esos análisis, y por ello no pueden ser desconocidos por esta Corporación en aras de acceder a las pretensiones del actor.

Por lo anterior y como quiera que no se avizora quebrantamiento de los derechos fundamentales reclamados por el censor, se confirmará la providencia adoptada por parte del juzgado de origen, en la cual se negó el amparo por la falta de vulneración de derechos; sin embargo, se instará a la UNP para que haga un seguimiento continuo al caso del accionante, en aras de que su sistema de seguridad sea ajustado de ser necesario, conforme los lineamientos legales y los estudios pertinentes que se realicen.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) 

SEGUNDO: SE ADICIONA el fallo emitido por la primera instancia, para efectos de instar a la UNP para que haga un seguimiento continuo al caso del accionante, en aras de que su sistema de seguridad sea ajustado de ser necesario, conforme los lineamientos legales y los estudios pertinentes que se realicen.

Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� http://www.indepaz.org.co/alerta-temprana-n-026-18-defensoria-del-pueblo/


� “[…] organizaciones comunales, indígenas, afrodescendientes, campesinas, sociales, sindicales, de víctimas, de población con orientación sexual e identidad de género diversa, ambientales, reclamantes de tierras, de mujeres, jóvenes, estudiantes, y personas que por su labor se consideran defensores de derechos humanos, como los personeros y personeras municipales, y los defensores asociados a organizaciones no gubernamentales […]”


� Sentencia A-258/13.


� Sentencia T-399/18
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